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INTRODUCCIÓN
    
  



 







  

    

    

      
Los
      problemas éticos que atañen a las personas mayores son
      múltiples y
      están de actualidad. Problemas como la transmisión de
      información
      (decirle siempre a la persona mayor que problema de salud
      tiene), el
      consentimiento informado (de acuerdo a la transmisión de
      información
      dada, pedirle siempre permiso a la persona mayor para poder
      realizarle algo), el ageísmo (discriminación y trato
      diferente
      sanitario y/o social solo por la edad), la negligencia,
      abusos y
      malos tratos, las situaciones de enfermedad terminal, la
      eutanasia,
      ... son sin duda temas que nos interesan a todos, tanto a las
      personas mayores como principales agentes implicados como a
      su
      entorno, su familia y cuidadores y todos los profesionales
      sanitarios
      y sociales.
    
    


    


    

      
En
      los años sesenta fue cuando se acuñó en Estados Unidos el
      término
      ageism (etaísmo o viejismo), definido como "discriminación en
      contra del anciano sobre la base de su propia edad". La
      palabra
      viejo se utiliza a menudo, como insulto, o la menos, de forma
      despectiva. Personas mayores es la expresión que prefieren a
      la hora
      de autocalificarse. En este marco se contemplan buena parte
      de los
      problemas éticos más habituales que vamos a desarrollar a
      continuación.
    
    

      
 
    
  






 








 









  

    
Si
    sentimos que alguno de nuestros derechos como pacientes se
    vulneran
    de alguna forma, podemos reclamar. Te contamos cada uno de
    ellos y
    cómo proceder en la queja
    
. 
    
Según
    el Diccionario de términos médicos de la Real Academia Nacional
    de
    Medicina, un paciente es la persona “que recibe o va a recibir
    atención médica, ya sea por padecer una enfermedad o con fines
    preventivos”. Por tanto, todos somos pacientes, no siempre
    enfermos. Y como tales, tenemos derechos y deberes que no
    siempre
    conocemos. “Falta formación. Las organizaciones los damos a
    conocer, pero quizá no llegan a todo el mundo. Por tanto,
    aplican el
    sentido común. Todos debemos hacerlos valer”
    
.  
    
De
    ahí que muchas veces su cumplimiento no se exija.
  






  

    
Y
    nuestros derechos se incumplen. No hay un observatorio que lo
    corrobore de manera concreta.  La Ley General de Sanidad de
    1986 ya establecía nuestros derechos y deberes fundamentales,
    que se completaron con la Ley de Autonomía del Paciente
    (41/2002), cuyo desarrollo concierne a las comunidades
    autónomas.
    Otras de las normativas que nos afectan como pacientes son la
    Ley
    de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud y el real
    decreto ley, que desde 2018, garantiza de nuevo el acceso a la
    sanidad a todos los residentes en España, tras seis años sin
    cobertura para los extranjeros.
  






  

    
Todas
    estas normativas tienen su traslación práctica en leyes o
    cartas de derechos y deberes de los usuarios de los servicios
    sanitarios que ha elaborado cada autonomía. La más completa es
    la carta catalana que, actualizada en 2015, recoge cerca de un
    centenar de derechos y obligaciones adecuados a los cambios
    sociales,
    los retos tecnológicos y biomédicos y los retos éticos. De
    hecho,
    dos de sus diez ámbitos se re?eren a la constitución genética
    de
    la persona y a la investigación y experimentación.
  






  

    
En
    el año 2002 la red de ciudadanos europea Active Citizenship
    Network
    (ACN) estableció la llamada Carta Europea de los Derechos de
    los Pacientes. Este texto, basado en la Carta de los Derechos
    Fundamentales de Niza (2000) y reconocido por la Unión Europea,
    asegura en su preámbulo que deben ser respetados por todos los
    países y sistemas nacionales de salud, independientemente de
    sus
    limitaciones ?nancieras o económicas y de los grupos políticos
    gobernantes.
  






  

    

      
Derechos
      de los pacientes: uno a uno
    
  






  

    
Con
    el fin de concienciar sobre su correcta gestión y la necesidad
    de
    esta equiparación, desde hace 14 años cada 18 de abril se
    celebra
    el Día Europeo de los Derechos de los Pacientes. Precisamente
    son
    14. Los describimos a continuación.
  




  

    

      
1.
      Derecho a medidas preventivas, que promocionen la salud y la
      prevención de la enfermedad. Este derecho básico se debe
      implementar de forma transversal, pues afecta al ámbito
      sanitario,
      pero también al laboral y a la educación. Conlleva facilitar
      entornos saludables, educación en hábitos y estilos de vida
      saludables, 
      

        
vacunación
      
      
,
      diagnóstico precoz…
    
  






  

    
2.
    Derecho al acceso a los servicios sanitarios de forma gratuita,
    sin
    discriminación por recursos económicos, lugar de residencia o
    tipo
    de enfermedad. Supone la asignación de médico y el acceso a
    medicinas financiadas. Este derecho implica que, en temas de
    sanidad, no debería afectar vivir en una u otra región, sin
    embargo,  el 25 % de los pacientes que necesitaron tratamiento
    en
    otra comunidad no pudieron acceder a él.
  






  

    
3.
    Derecho a la información de los servicios sanitarios y cómo
    utilizarlos. “A veces no se conoce que en algunos centros de
    salud
    hay un trabajador social o un fisioterapeuta en un hospital”,
    pone
    como ejemplo María Gálvez, directora de la Plataforma de
    Organizaciones de Pacientes (POP). Y si no se sabe qué tenemos
    a
    nuestra disposición, no podremos ni plantear su uso. Una
    mejor transparencia en los resultados de salud del centro
    también ayuda. Asimismo, tenemos derecho a conocer los
    problemas
    sanitarios de la colectividad cuando impliquen un riesgo para
    la
    salud pública o para nuestra salud individual.
  






  

    
Este
    derecho también abarca la información sobre nuestro estado de
    salud. Se comunica verbalmente, por lo general, pero eso no es
    óbice
    para que se nos facilite el acceso directo a nuestro historial
    clínico, pruebas e informes médicos, de tal manera que podamos
    obtener una copia gratis. Las nuevas tecnologías acercan este
    derecho a través de una serie de plataformas impulsadas por el
    Ministerio de Sanidad y desarrolladas por las comunidades
    autónomas.
    
  







  

    
4.
    Derecho al consentimiento. Relacionado con el derecho anterior,
    los profesionales deben proporcionar información comprensible
    que
    pueda permitir participar activamente y con libertad en las
    decisiones que conciernan a nuestra salud: posibles actuaciones
    e
    intervenciones y su finalidad, riesgos, molestias, efectos
    secundarios y alternativas. El derecho a una segunda opinión
    médica entraría en este punto.
  






  

    
Tiene
    su máxima expresión en el “consentimiento informado”, un
    trámite burocrático por el que el médico informa sobre los
    detalles de la operación y el paciente la autoriza, aunque
    puede
    revocarlo en cualquier momento por escrito. “En 7 de cada 10
    casos
    de reclamaciones de pacientes por efectos adversos ocasionados
    por
    los tratamientos no se ofreció el consentimiento”. Si hay
    riesgo
    para la salud pública o es grave para la integridad del enfermo
    y no
    es posible conseguirlo, no se tramita; también cabe la
    posibilidad
    de que podamos expresar por escrito nuestro deseo de no ser
    informados.
  






  

    
5.
    Derecho a la libre elección sobre las pruebas para establecer
    el
    diagnóstico y los tratamientos que debemos seguir. Depende de
    la relación médico-paciente y del conocimiento de su situación
    personal. En el ámbito de los derechos al final de la vida,
    el Documento de voluntades anticipadas (DVA), también
    llamado testamento vital o instrucciones previas, es otro
    elemento
    importante y útil, de cara a cumplir el derecho a negarse al
    tratamiento. Además, este derecho tiene un segundo matiz:
    elección
    de médico, pediatra, especialista u hospital. 
  






  

    

      
Todo
      paciente tiene derecho al respeto a su personalidad, recibir
      un trato
      amable y obtener las prestaciones sanitarias necesarias para
      su
      salud. Además, hay otros derechos en cuanto a elección,
      información
      y hospitalización.
      
 Uno de ellos es el derecho de los
      pacientes a la libre elección:
    
  





 








–

  
De
  médico de Atención Primaria dentro del Área de Salud que
  corresponda al domicilio.





–

  
De
  médico especialista.





–

  
De
  una segunda opinión cuando las circunstancias de la enfermedad
  exijan tomar una decisión difícil.





–

  
De
  tratamiento, cuando haya que elegir entre varias opciones o
  conlleve
  otros riesgos para la salud.






  

    
Además,
    el enfermo tiene también ciertos derechos en cuanto a la
    información:
  





–

  
Derecho
  a saber. Es decir, que la información que se le proporcione ha de
  ser verídica, fácilmente comprensible y adecuada para permitirle
  tomar decisiones responsables.





–

  
Derecho
  a no saber. Si así lo desea el paciente, tiene derecho a no ser
  informado, previa petición por escrito y firmada. Este derecho
  puede
  restringirse cuando el médico lo considere necesario por razones
  terapéuticas o en interés del paciente.





–

  
Derecho
  de acceso al historial clínico, siempre que no vaya en prejuicio
  del
  derecho de terceros que figuren en él, ni de los profesionales
  que
  hayan intervenido en su elaboración. Éstos pueden reservar la
  apreciaciones o anotaciones subjetivas que hayan
  realizado.





–

  
Derecho
  a la privacidad de los datos. El único titular del derecho a la
  información es el propio paciente. La información que se dé a los
  familiares debe ser autorizada por el interesado. En el caso de
  menores, la información se facilitará exclusivamente a sus padres
  o
  tutores.






  

    
Por
    su parte, los pacientes hospitalizados tienen derechos
    a:
  





–

  
Asignación
  de médico: al ingresar en el hospital se asigna un médico al
  paciente. En caso de ausencia, otro facultativo asume la
  responsabilidad.





–

  
Identificación:
  el paciente podrá distinguir el status profesional del personal
  que
  le atiende por el uniforme u otros distintivos.





–

  
Aceptación
  del tratamiento: en caso de no aceptar el tratamiento, se debe
  firmar
  el alta voluntaria. Si se niega, la dirección del centro
  sanitario
  está autorizada a hacerlo.






  

    

      
La
      Administración debe responder por los daños y perjuicios que
      ocasionen a los ciudadanos por el funcionamiento de los
      servicios
      públicos
      
.  
      
Todo
      ciudadano tiene derecho a reclamar ante la Administración y
      también
      a que esta le indemnice, si le causa un perjuicio. Pero en
      muchas
      ocasiones esto no es fácil y, al final, hay que acudir a la
      Justicia.
      
 
    
  






 







  

    

      
Los
      ciudadanos, como indica la 
      

        
Constitución
        española
      
      
 en su
      artículo 106.2, tienen derecho a reclamar y ser
      indemnizados por el daño que sufran (en bienes o derechos)
      por
      el funcionamiento de los servicios públicos.
    
  






  

    
Y
    la obligación recae sobre cualquier tipo de administración
    pública, ya sea Administración General del Estado, comunidades
    autónomas, diputaciones, ayuntamientos y cualquier entidad
    vinculada
    o dependiente de otras administraciones públicas. 
  





 







  

    

      
Hay
      situaciones diversas en las que se puede reclamar. Algunas de
      ellas
      son las siguientes:
    
  




  

    
Si
    una persona se lesiona en la calle o en un edificio público
    como
    consecuencia de su mal estado de conservación.
  




  

    
Si
    sufre algún daño como consecuencia de la ejecución de obras
    públicas, etc.
  






  

    
Los
    perjuicios que puede causar la Administración pública son de
    muy
    diversa índole y tienen la consideración de un «funcionamiento
    anormal» de un servicio público.
  






  

    
Cuando
    se produce y la acción o la inactividad de la
    Administración pública afecta a bienes materiales de la
    persona,
    sus derechos o su integridad física, el ciudadano debe reclamar
    y,
    además, hasta puede llegar a recibir una indemnización.
  





 









  

    
Los
    ciudadanos deben dirigir la reclamación contra el órgano
    administrativo que les haya perjudicado, ya sea el
    ayuntamiento, la
    diputación, etc. Te explicamos cómo poner una queja:
  





 











  

    
      1.
    Reclamación de responsabilidad patrimonial
  





 











  

    
¿Cuál
    es el procedimiento de presentación? Lo primero que se tiene
    que
    hacer es presentar una reclamación de responsabilidad
    patrimonial ante el organismo administrativo que se crea
    que es responsable del daño. Solo si este deniega la
    indemnización,
    se podrá pasar a solicitarla ante la Justicia.
  






  

    
El
    plazo para presentar la reclamación es de un año desde que se
    produce el hecho. Si hay un daño físico o psíquico, este
    periodo
    empieza a contarse desde la curación o desde el momento en que
    se determine el alcance que tienen las secuelas del
    daño.
  





 











  

    
      2.
    Especificar el daño
  





 











  

    
En
    la reclamación se debe identificar con claridad a la persona
    que sufrió la lesión y especificar cuál fue el daño o lesión
    concretos que padeció.
  





 











  

    
      3.
    Adjuntar pruebas
  





 











  

    
Junto
    a la reclamación hay que adjuntar todas las pruebas de las que
    se
    disponga, según el tipo de daño que haya causado la
    administración.
    Si, por ejemplo, alguien se rompió una pierna al caer porque la
    acera estaba en mal estado, debe incluir fotografías, el parte
    médico de urgencias, la declaración de algunos testigos
    presenciales… es decir, todas las pruebas posibles que
    demuestren
    las malas condiciones de la calzada.
  





 











  

    
      4.
    Plazo de resolución
  





 









  

    

      
La
      administración tiene que resolver el expediente en el
      plazo máximo de seis meses desde que el escrito de la
      reclamación entra en el registro. Es muy importante tener en
      cuenta que si la administración no resuelve el expediente en
      este
      plazo, se debe entender que la pretensión de la persona ha
      sido
      desestimada, por lo que se denomina 
      

        
silencio
        administrativo
      
      
 (es
      decir, no hay contestación).
    
  





 











  

    
      5.
    Acudir a los tribunales
  





 











  

    
Si
    desde la administración se deniega la indemnización, se
    puede interponer un recurso ante los juzgados y tribunales de
    la
    jurisdicción contencioso-administrativa. Esta interposición
    requiere que el interesado esté representado y asistido
    técnicamente por un abogado. El plazo para hacerla será
    de dos meses desde que se produjo la notificación de la
    resolución.
  





 











  

    
      6.
    ¿Y el defensor del pueblo?
  





 









  

    

      
Si
      el ciudadano estima que un organismo público ha vulnerado
      alguno de
      sus derechos, puede acudir al 
      

        
Defensor
        del Pueblo
      
      
.
    
  






  

    
¡importante!
    Para comunicar una queja al Defensor del Pueblo sobre la
    actuación
    de una administración es necesario haber reclamado previamente
    a ésta.
  





 











  

    
      ¿Dónde
    presento la reclamación?
  





 











  

    
Se
    puede presentar una reclamación contra la Administración
    pública:
  




  

    
En
    los registros de cualquier órgano administrativo de
    la Administración General del Estado.
  




  

    
También
    en los registros de cualquier administración de las comunidades
    autónomas o de una entidad integrante de la administración
    local
    (si han suscrito un convenio con la Administración del
    Estado).
  




  

    
Además,
    es posible presentar la reclamación en las oficinas de
    Correos y, desde fuera de España, en las representaciones
    diplomáticas o en las oficinas consulares en el
    extranjero.
  






  

    
Requisitos
    para reclamar a la Administración
  






  

    
Para
    que el daño se pueda reclamar, debe cumplir una serie de
    condiciones:
  





 











  

    

      
    
      
👉
      
      
Producir un daño y que sea
      evaluable económicamente
    
  





 









  

    
El
    daño o perjuicio sufrido por un ciudadano tiene que ser
    evaluable
    económicamente e individualizado en una persona o grupo de
    personas.
  




  

    
Debe
    producirse un daño en el patrimonio, en los derechos o la
    integridad
    física del ciudadano, incluyendo los daños morales.
  




  

    
Es
    necesario que se pueda valorar y cuantificar para poder
    indemnizar al afectado.
  





👉 

  

    
Actuación
    negligente
  






  

    
Debe
    proceder directamente de una actuación negligente de la
    Administración pública.
  





 











  

    

      
    
      
👉
      
      
Probar la causalidad
    
  





 











  

    
Para
    tener derecho a una indemnización, siempre se tiene que probar
    la relación de causalidad entre el daño y la Administración
    pública.
  






  

    
Esto
    conlleva presentar partes médicos, fotografías, testigos… toda
    clase de documentos que puedan probar la conexión entre el daño
    y
    el funcionamiento de la administración.
  






  

    
¿Cómo
    reclamar una deuda a la Administración?
  





 









  

    

      
Cuando
      se reconoce el daño y la Administración pública debe pagarte,
      este
      abono a veces sufre demoras… ¿Cómo reclamar una deuda cuando
      una
      administración nos debe dinero?
    
  






  

    

    


    


    

      
Las
      administraciones deben pagar en un plazo máximo de 30 días, y
      pasado el mismo se produce formalmente el impago.
    
  






  

    

    


    


    

      
Debemos reclamar por
      escrito a la administración deudora para que pague,
      incluyendo los intereses de demora. 
    
  






  

    

    


    


    

      
La
      administración en cuestión debe contestar en el plazo de un
      mes. Si contestase en ese plazo, finaliza el
      procedimiento.
    
  






  

    

    


    


    

      
Si
      la administración no contesta en un mes, se entiende
      reconocido
      el vencimiento del plazo de pago y se puede formular un
      recurso
      contencioso-administrativo contra su
      inactividad.
    
    


    


    

      
Podemos solicitar
      como medida cautelar el pago inmediato de la deuda, medida
      que el
      juez adopta casi siempre. No lo hará, si la administración
      acredita
      que no concurren las circunstancias que justifican el pago o
      que la
      cuantía reclamada no corresponde a la que es exigible.
    
  






  

    

    


    


    

      
Si
      el recurso llega a su final y la sentencia es favorable al
      acreedor, la administración demandada deberá pagar las costas
      del proceso.
    
  





 









  

    

      
    
      
La
      Constitución española de 1978.
    
  






  

    
      Título
    IV. Del Gobierno y de la Administración
  






  

    
      Artículo
    106
  



 

  
1.   Los
  Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de
  la
  actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los
  fines que la justifican.



 

  
2.   Los
  particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán
  derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en
  cualquiera
  de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor,
  siempre
  que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los
  servicios
  públicos.





 








 









  

    
El
    control jurisdiccional
  





     

  
El
  artículo 106.1 supone la constitucionalización de la inexistencia
  de comportamientos de las Administraciones Públicas inmunes al
  control judicial. Dispone el precepto constitucional que los
  Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de
  la
  actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los
  fines que la justifican. Esta previsión constitucional llama con
  naturalidad al control encomendado al orden jurisdiccional
  contencioso-administrativo, y no sólo porque el control del
  ejercicio de la potestad reglamentaria está encomendada en
  exclusiva
  al citado orden jurisdiccional, sino también porque el precepto
  constitucional se refiere específicamente a la "actuación
  administrativa".





     

  
Ahora
  bien, aun cuando pudiera circunscribirse el alcance del artículo
  106.1 de la Constitución al control de la actuación de las
  Administraciones Públicas sometida al derecho administrativo,
  ello
  no significa que puedan existir zonas inmunes al control judicial
  en
  la actuación "privada" de tales Administraciones Públicas.
  Con independencia de que podría interpretarse en sentido amplio
  la
  referida expresión ("actuación administrativa") como
  equivalente a "actuación de la Administración" (sometida
  al derecho público o privado), lo cierto es que el artículo 117
  de
  la Constitución encomienda a los Juzgados y Tribunales la
  potestad
  jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo
  ejecutar
  lo juzgado. La circunstancia de que las Administraciones
  Públicas,
  aun actuando sometidas al derecho privado, puedan gozar de
  determinados privilegios, en modo alguno excluye su sometimiento
  pleno a la ley y al Derecho y, por ende, también al control
  judicial
  que corresponda en virtud de lo dispuesto en el artículo 117 de
  la
  Constitución y en sus normas de desarrollo.





     

  
De
  seguirse una interpretación estricta del artículo 106.1 de  la
  Constitución (circunscrita a la actuación de la Administración
  sometida al derecho administrativo), podría sostenerse que
  constituye una reiteración (específica para dicho ámbito) del
  sometimiento al control judicial que con carácter general deriva
  del
  artículo 117 de la Constitución.





     

  
Pues
  bien, si bien es cierto que el derecho a la tutela judicial
  efectiva
  (artículo 24 de la Constitución) prohíbe al legislador, según ha
  señalado el Tribunal Constitucional, que en términos absolutos e
  incondicionales impida acceder al proceso cuando se ostentan
  derechos
  o intereses legítimos, la prohibición se ve reforzada en virtud
  del
  artículo 106.1 de la Constitución cuando se trata del control
  judicial frente a la actuación administrativa. Como ha señalado
  reiteradamente el Tribunal Constitucional, la plenitud del
  sometimiento de la actuación administrativa a la ley y al
  Derecho,
  así como de la función jurisdiccional de control de dicha
  actuación
  y la efectividad que se predica del derecho a la tutela judicial,
  impiden que puedan existir comportamientos de la Administración
  Pública -positivos o negativos- inmunes al control judicial. Es
  más,
  han de considerarse derogadas por la Constitución e incompatibles
  con ella todas las normas previas que impidan la revisión 
  judicial de los actos administrativos y cuantas con posterioridad
  a
  su entrada en vigor hagan imposible la defensa en juicio de los
  derechos e intereses legítimos de los ciudadanos frente a las
  Administraciones Públicas.





     

  
No
  obstante, ello no debe interpretarse en el sentido de que
  cualquier
  acto administrativo debe ser necesariamente susceptible de
  impugnación so pena de infringir, entre otros, el artículo 106.1
  de
  la Constitución. Lo que este precepto constitucional (en conexión
  con el artículo 24 de la Constitución) garantiza es que la
  actuación de la Administración será revisada, bajo criterios de
  imparcialidad, por un órgano jurisdiccional. Lo que no prejuzga
  el
  artículo 106.1 es el mecanismo o vía para acceder al proceso
  judicial que permitirá el referido enjuiciamiento. Por ello, ni
  se
  vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva (artículo 24) ni
  el
  artículo 106.1 cuando se prohíbe, por ejemplo, la impugnación de
  los actos administrativos de trámite, siempre, obviamente, que
  sea
  posible la impugnación del acto final que se dicte en el
  procedimiento administrativo de que se trate. El criterio de
  concentrar cualquier vicio que haya podido producirse en un
  procedimiento administrativo en el acto final de dicho 
  procedimiento, en modo alguno menoscaba el control judicial de la
  actuación administrativa, sino que, por el contrario, se le dota
  de
  racionalidad y eficacia. No tendría sentido -y sería
  absolutamente
  inoperante (para el recurrente y la propia Administración)-
  permitir
  la interposición de sucesivos recursos
  contencioso-administrativos
  contra cada uno de los actos de trámite que puedan producirse en
  el
  seno de un mismo procedimiento administrativo. Cuestión distinta
  es
  que puedan dictarse actos de trámite asimilados a actos finales,
  y
  que como tales se permita su impugnación directa, como de hecho
  se
  recoge en el artículo 112.1 de la Ley 39/2015 cuando se trata de
  resoluciones y actos de trámite que deciden directa o
  indirectamente
  el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el
  procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a
  derechos o intereses legítimos.





     

  
El
  artículo 106.1 garantiza que los Tribunales controlan la potestad
  reglamentaria. Es evidente que cuando el precepto constitucional
  se
  refiere a "los Tribunales" lo está haciendo por referencia
  genérica a los órganos jurisdiccionales competentes, sin que
  quepa
  considerar que haya querido excluirse constitucionalmente la
  competencia de los Juzgados para poder controlar la potestad
  reglamentaria ejercida por las Administraciones Públicas.



     

  

    
La 
    

      
Ley
      29/1998
    
    
, de 13 de
    julio, Reguladora de la Jurisdicción
    Contencioso-administrativa,
    configura en sus artículos 1 y siguientes el ámbito de dicho
    orden
    jurisdiccional , al que encomienda el control en el ejercicio
    de la
    potestad reglamentaria. Señala en este sentido el artículo 1.1.
    que
    corresponde a los Juzgados y Tribunales del orden
    contencioso-administrativo conocer de las pretensiones que se
    deduzcan en relación con "las disposiciones generales de rango
    inferior a la Ley". Esta previsión se mantiene en línea de
    continuidad con lo que se disponía en el artículo 1 de la Ley
    de la
    Jurisdicción Contencioso-administrativa de 1956, y bajo tal
    expresión deben considerarse incluidas precisamente las normas
    jurídicas emanadas en virtud del ejercicio de la potestad
    reglamentaria, cualquiera que sea la Administración Pública
    autora,
    sin distinguir tampoco en función de la materia que sea objeto
    de
    regulación por tales normas. La 
    

      
Ley
      29/1998 
    
    
concentra,
    por tanto, en el orden jurisdiccional
    contencioso-administrativo el
    conocimiento de la impugnación de cualquier norma reglamentaria
    dictada por una Administración Pública. A este respecto,
    también
    se deben tener en cuenta las previsiones recogidas en la Ley
    Orgánica
    6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
  



     

  

    
Enlaza
    con el mencionado control de la potestad reglamentaria la
    fiscalización de los Decretos Legislativos, a los que también
    se
    refiere el artículo 1.1 de la 
    

      
Ley
      29/1998
    
    
. Y ello
    porque, aunque es cierto que los Decretos Legislativos son
    normas con
    fuerza de Ley, siendo así que el control de tales normas
    corresponde
    en exclusiva al Tribunal Constitucional, sin embargo el
    artículo 1.1
    citado encomienda su fiscalización al orden jurisdiccional
    contencioso-administrativo exclusivamente cuando al dictarlos
    se
    hubieran excedido los límites de la delegación. Se considera
    entonces que en tales casos únicamente habría habido una
    "apariencia" de Decreto Legislativo.
  



     

  

    
Por
    otro lado, el artículo 106.1 somete también al control de los
    Tribunales la legalidad de la "actuación administrativa".
    Precisamente el artículo 1.1 de la 
    

      
Ley
      29/1998 
    
    
acomodó
    su terminología a dicha expresión constitucional, sustituyendo
    el
    vocablo "actos" al que se aludía en la ley 1956 por
    "actuación", concepto más amplio que incluye no sólo la
    forma normal de actuación de la Administración (es decir a
    través
    de actos administrativos) sino también la actuación desprovista
    de
    cualquier cobertura (vía de hecho) e incluso la inactividad.
    Los
    artículos 25 a 30 de la 
    

      
Ley
      29/1998 
    
    
prevén
    la actividad administrativa impugnable ante el orden
    jurisdiccional
    contencioso-administrativo.
  





     

  
Específicamente
  se refiere el artículo 106.1 al control relativo al sometimiento
  de
  la actuación administrativa a los fines que la justifican. Esta
  previsión se conecta directamente con la denominada desviación de
  poder. En efecto, la utilización de potestades administrativas
  para
  fines distintos de aquellos que justificaron su reconocimiento
  puede
  dar lugar a un ilícito penal o a un ilícito administrativo. En
  este
  último aspecto (ilícito administrativo), el artículo 48 de la Ley
  39/2015 califica como vicio de anulabilidad de los actos
  administrativos el haber sido dictados con desviación de poder.
  Señala que son anulables los actos de la Administración que
  incurren en cualquier infracción del ordenamiento jurídico,
  incluso
  la desviación de poder. En el ámbito de la jurisdicción
  contencioso-administrativa, nuevamente vuelve a aludirse a la
  desviación de poder, en este caso en el artículo 70.2 de la Ley
  29/1998, al señalar que la sentencia estimará el recurso
  contencioso-administrativo cuando la disposición, la actuación o
  el
  acto incurrieran en cualquier infracción del ordenamiento
  jurídico,
  incluso la desviación de poder. Evidentemente, si la desviación
  fuera de tal gravedad que permitiera considerar concurrente la
  existencia de un hecho tipificado como infracción penal, el acto
  administrativo dictado sería nulo de pleno derecho en virtud de
  lo
  dispuesto en el artículo 47.1.d) de la Ley 39/2015.






  

    
La
    responsabilidad patrimonial
  





     

  
En
  cuanto al artículo 106.2 de la Constitución, se consagra a nivel
  constitucional el régimen de responsabilidad patrimonial objetiva
  de
  la Administración por el funcionamiento de los servicios
  públicos,
  de gran arraigo en nuestro sistema jurídico a partir de su
  incorporación al ordenamiento jurídico a través del artículo 121
  de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954, y
  que
  pocos años después se recogería en el artículo 40 de la Ley de
  Régimen Jurídico de la Administración del Estado de 26 de julio
  de
  1957.





     

  
Dispone
  el artículo 106.2 que los particulares, en los términos
  establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados por
  toda
  lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo
  en
  los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia
  del funcionamiento de los servicios públicos. Esta previsión
  constitucional se encuentra actualmente desarrollada en los
  artículos
  32 y siguientes de la Ley 40/2015, regulación aplicable a todas
  las
  Administraciones Públicas.





     

  
Existe
  una copiosa jurisprudencia y doctrina del Consejo de Estado
  acerca de
  los requisitos exigidos para poder declarar la responsabilidad
  patrimonial de la Administración. A grandes rasgos puede
  establecerse que la regulación establecida en los citados
  artículos
  32 y siguientes de la Ley 40/2015, desarrollada por RD 429/1993,
  por
  el que se aprueba el reglamento de Procedimiento de las
  Administraciones Públicas en materia de responsabilidad
  patrimonial,
  se está refiriendo a la responsabilidad patrimonial
  extracontractual
  de la Administración, ello sin perjuicio de las dificultades que
  en
  ocasiones se presentan en la práctica para marcar la línea
  divisoria entre la responsabilidad contractual y la
  extracontractual,
  así como también sobre la eventual aplicación al ámbito de la
  responsabilidad contractual de los principios que dimanan de los
  mencionados preceptos legales.





     

  
Lo
  que importa destacar ahora es que la Constitución garantiza el
  derecho a ser indemnizado siempre que la lesión sea consecuencia
  del
  funcionamiento de los servicios públicos. Por "servicios
  públicos" viene entendiéndose (en la interpretación de las
  normas de rango legal aplicables) como equivalente a actuación
  administrativa, de manera que los particulares tienen derecho a
  ser
  indemnizados cuando se les produzca una lesión como consecuencia
  de
  una actuación administrativa. La evolución seguida desde el año
  1954 ha llevado a esta conclusión, que evita entrar en
  discusiones
  relativas a lo que debe entenderse por servicio público, a la vez
  que evita dar un tratamiento injustificadamente distinto en caso
  de
  lesiones producidas por la Administración que no pudieran
  conceptualmente considerarse como resultado del funcionamiento de
  los
  servicios públicos.





     

  
Por
  otro lado, el artículo 106.2 únicamente alude al "funcionamiento
  de los servicios públicos", lo que no pugna con la regulación
  de desarrollo dictada al efecto, (similar en este aspecto a la
  regulación preconstitucional) cuando se establece el derecho a
  ser
  indemnizado cuando la lesión sea consecuencia "del
  funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos".
  Precisamente lo que dimana de tal previsión es el carácter
  objetivo
  de la responsabilidad patrimonial de la Administración en el
  sentido
  de que no será precisa la concurrencia de elemento culpabilístico
  para que pueda ser declarada dicha responsabilidad y, por ende,
  la
  obligación de la Administración de indemnizar al
  reclamante.





     

  
Igualmente,
  el artículo 106.2 alude a la lesión que justifica la reclamación.
  En este aspecto, el artículo 32.2 de la Ley 40/2015 exige que el
  daño alegado sea efectivo, evaluable económicamente e
  individualizado por relación a un persona o grupo de personas.
  Además,  por "lesión" -como concepto jurídico
  acuñado- debe entenderse el daño antijurídico, no en el sentido
  de
  que en su producción se haya actuado de manera contraria a
  Derecho,
  sino considerando como tal el daño que el perjudicado no tiene el
  deber jurídico de soportar. Por lo demás, es  indemnizable
  toda lesión que sufra el perjudicado en cualquiera de sus bienes
  y
  derechos, concepción amplia que incluye obviamente, no sólo daños
  materiales, sino también morales.





     

  
Por
  otra parte, alude al artículo 106.2 a los "particulares"
  como sujetos activos de la reclamación, y así se recoge también
  en
  el artículo 32.1 de la Ley 40/2015, aspecto sobre el que se ha
  producido una amplia polémica doctrinal. En efecto, se ha
  discutido
  si por "particulares" debían entenderse exclusivamente
  sujetos de derecho privado, de manera que una Administración
  Pública
  no podría reclamar frente a otra Administración Pública al amparo
  de los artículos 106.2 de la Constitución y 32 y siguientes de la
  Ley 40/2015 (puede verse a este respecto la doctrina del Consejo
  de
  Estado). Lo cierto es que parece razonable sostener que cuando en
  el
  artículo 106.2 se alude a los "particulares", no se está
  queriendo excluir la posibilidad de que una Administración pueda
  plantear una reclamación patrimonial frente a otra
  Administración.
  No tendría sentido, por ejemplo, que, como consecuencia de un
  mismo
  hecho lesivo en el que se vieran lesionados sujetos de derecho
  privado y una Administración, aquellos pudieran reclamar y, en
  cambio, no pudiera hacer lo mismo la Administración, a pesar de
  estar exactamente en la misma situación que los sujetos de
  derecho
  privado. De ahí que pueda seguirse una interpretación amplia que
  no
  supedite, en cualesquiera circunstancias, la posibilidad de
  reclamar
  a la naturaleza jurídica pública o privada del sujeto lesionado.
  Cuestión distinta es que en el seno de las relaciones entre dos
  Administraciones Públicas, las reclamaciones que puedan existir
  entre ellas deban dirimirse a través de mecanismos distintos del
  previsto en los artículos 106.2 de la Constitución y 32 y
  siguientes de la Ley 40/2015.





     

  
Finalmente,
  el artículo 106.2 no cierra el régimen jurídico aplicable para
  que
  pueda declararse la responsabilidad patrimonial de una
  Administración, lo que se confirma con la remisión explícita que
  en el precepto constitucional se contiene a "los términos
  establecidos por la ley". Ésta, no obstante, deberá respetar
  los principios que dimanan de las previsiones contenidas en dicho
  precepto constitucional.





     

  
Un
  último apunte que debe hacerse, por novedoso, es el de la
  cuestión
  de la responsabilidad del Estado legislador. El artículo 32.3
  establece que "los particulares tendrán derecho a ser
  indemnizados por las Administraciones Públicas de toda lesión que
  sufran en sus bienes y derechos como consecuencia de la
  aplicación
  de actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos
  que
  no tengan el deber jurídico de soportar cuando así se establezca
  en
  los propios actos legislativos y en los términos que en ellos se
  especifiquen". A su vez, añade, que la responsabilidad del
  Estado legislador podrá surgir también cuando los daños deriven
  de
  la aplicación de una norma con rango de ley declarada
  inconstitucional y cuando los daños deriven de la aplicación de
  una
  norma contraria al Derecho de la Unión Europea. Así, se integra
  perfectamente, en el ámbito de la responsabilidad patrimonial, la
  actividad legislativa tanto nacional como comunitaria. Ahora
  bien,
  estrictamente, no estaríamos ante una responsabilidad patrimonial
  de
  la Administración; sin embargo, se ha decidido que sea este cauce
  por el que se exija tal responsabilidad.





     

  
Por
  último, debe tenerse en cuenta que el art. 340 del Tratado de
  Funcionamiento de la Unión Europea, regula la responsabilidad
  extracontractual por los daños causados por sus instituciones o
  sus
  agentes en el ejercicio de sus funciones.





 








 









  

    
La
    Constitución española de 1978
  






  

    
Título
    I. De los derechos y deberes fundamentales
  






  

    
      Capítulo
    tercero. De los principios rectores de la política social y
    económica
  






  

    
      Artículo
    47
  






  

    
Todos
    los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna
    y
    adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones
    necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer
    efectivo
    este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con
    el
    interés general para impedir la especulación. La comunidad
    participará en las plusvalías que genere la acción urbanística
    de
    los entes públicos.
  





 








 









  

    
El
    fenómeno de la vivienda no se plantea como objeto directo de
    interés
    constitucional más que en una etapa tardía de desarrollo del
    Estado
    social de Derecho. En los primeros momentos del Estado liberal,
    con
    su construcción de los derechos personales, la consideración de
    la
    vivienda no puede más que estar vinculada a su condición de
    objeto
    del derecho de propiedad privada. Es con el Estado social de
    Derecho
    y la afirmación de la dimensión social de la propiedad cuando
    la
    vivienda se empieza a incluir entre los derechos sociales,
    adquiriendo entonces una dimensión pública inexistente
    anteriormente.
  






  

    
Pese
    a ello las referencias a la vivienda como derecho son escasas
    en las
    constituciones occidentales. La referencia directa más
    explícita se
    encuentra en el artículo 65 de la Constitución portuguesa de
    1976
    (así como en su reforma de 1989) en virtud del cual "todos
    tendrán derecho para sí o para su familia, a una vivienda de
    dimensión adecuada, en condiciones de higiene y comodidad, y
    que
    preserve la identidad personal y familiar", para cuyo fin se
    establecen una serie de actividades que el Estado tiene que
    desarrollar para hacer efectivo aquel derecho. Posteriormente a
    la
    portuguesa, con una formulación mucho más escueta, la reformada
    Constitución de Bélgica de 1994 incluye el derecho a la
    vivienda
    digna entre los derechos sociales.
  






  

    
Directamente
    incluyen también este derecho algunos de los Estados
    configurados a
    partir de la antigua Unión Soviética y de las Democracias
    populares; valga como ejemplo el art. 40 de la Constitución de
    la
    Federación de Rusia de 1993.
  






  

    
El
    art. 47 CE supone una auténtica novedad en nuestro
    constitucionalismo, del que sólo pueden encontrarse
    precedentes, si
    bien en un sistema no constitucional, en el art. 31 del Fuero
    de los
    Españoles ("El Estado facilitará a todos los españoles el
    acceso.... al hogar familiar...") y en la Declaración XII,2,
    del Fuero del Trabajo ("El Estado asume la tarea de multiplicar
    y hacer asequibles a todos los españoles las formas de
    propiedad
    ligadas vitalmente a la persona humana: el hogar
    familiar....").
  






  

    
En
    el Anteproyecto de la Constitución elaborado por la Ponencia ya
    aparecía el derecho a la vivienda en el art. 40, integrado en
    el
    Capítulo  "Principios rectores y derechos económicos y
    sociales". Las enmiendas presentadas al texto de la Ponencia se
    centraron en los problemas de la especulación y de la
    regulación
    del suelo. La labor de armonización realizada por aquélla dio
    como
    resultado que el debate en el Congreso no fuese especialmente
    significativo; fue en el Senado, Cámara en la que el debate
    tuvo
    algo más de fuste, donde recibe su numeración definitiva como
    art.
    47.
  






  

    
En
    el derecho a la vivienda hay que valorar una serie de aspectos.
    En
    primer lugar, estamos ante un derecho social en sentido
    estricto, es
    decir se trata de un derecho que no se configura como subjetivo
    y
    que, en consecuencia, no confiere a sus titulares una acción
    ejercitable en el orden a la obtención directa de una vivienda
    "digna y adecuada".
  






  

    
Consecuencia
    de lo anterior, y al igual que los derechos reconocidos en el
    Capítulo III del Título I, "De los principios rectores de la
    política social y económica", el art. 47 actúa como un
    mandato a los poderes públicos en cuanto éstos están obligados
    a
    definir y ejecutar las políticas necesarias para hacer efectivo
    aquel derecho, configurado como un principio rector o directriz
    constitucional que tiene que informar la actuación de aquellos
    poderes (STC 152/1988, de 20 de julio, y las más recientes
    7/2010,
    de 27 de abril y 93/2015, de 14 de mayo).
  






  

    
El
    segundo aspecto del derecho reconocido por el art. 47 se centra
    en su
    regulación específica, que presenta una complejidad
    verdaderamente
    extraordinaria por la confluencia de dos factores, el objeto
    regulado
    y la pluralidad de fuentes normativas.
  






  

    
La
    necesidad de precisar minuciosamente el derecho a la vivienda
    deriva
    de la superación del concepto de la vivienda únicamente como
    objeto
    de la propiedad privada para pasar a ser considerado uno de los
    elementos básicos para la existencia humana. Ello ha llevado a
    la
    necesidad de regular no sólo la vivienda en cuanto edificación
    (inmueble) sino también la vivienda en cuanto conjunto de
    bienes que
    constituyen "el derecho a disfrutar de una vivienda digna y
    adecuada". El disfrute como objeto directo del derecho incluye
    la regulación del conjunto de elementos que, junto al inmueble,
    permiten hacer efectiva la consideración de la vivienda como
    digna y
    adecuada (urbanización, servicios, seguridad, condiciones
    higiénicas, etc.), siendo éste el elemento clave del derecho,
    con
    independencia del título en virtud del cual se disfrute la
    vivienda
    (propiedad, arrendamiento u otro). La consecuencia es doble.
    Por una
    parte, el tratamiento de la vivienda como función pública y no
    como
    objeto exclusivo del Derecho privado; por otra, la
    consideración de
    que del art. 47 se deriva la necesidad de abordar una política
    social en materia de vivienda como fórmula para que importantes
    sectores de la población, con recursos económicos limitados,
    puedan
    acceder a una vivienda digna.
  






  

    
Por
    esta razón, el desarrollo normativo del art. 47 puede
    contemplarse
    desde la doble óptica que enmarca la materia que integra el
    Derecho
    urbanístico, por una parte, y en cuanto objeto de protección
    específica de las Administraciones Públicas, por otro.
  






  

    
Hay
    que hacer notar que la legislación sobre la vivienda tiene una
    especial complejidad que deriva del elevado número de normas
    que la
    componen, de los cambios permanentes a los que dichas normas
    están
    sometidas y del número de fuentes normativas que inciden
    especialmente en la regulación del Derecho urbanístico dada la
    pluralidad de los entes públicos competentes en la materia. La
    obligación que el art. 47 CE impone a los poderes públicos se
    precisa en el art. 148.1.3ª CE al establecer que las
    Comunidades
    Autónomas podrán asumir como competencia exclusiva  "la 
    ordenación del territorio, urbanismo y vivienda", competencia
    que ha sido efectivamente incluida  en todos los Estatutos de
    Autonomía.
  






  

    
Junto
    a la normativa autonómica habrá que considerar la existencia de
    un
    Derecho estatal sobre la materia, así como la normativa
    municipal
    que derive de la articulación de las competencias de gestión y
    ejecución urbana que la legislación sobre régimen local,
    especialmente la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local
    de
    1985, atribuye a los Ayuntamientos.
  






  

    
Siendo
    el urbanismo, como función pública, un fenómeno relativamente
    reciente, no puede hablarse propiamente de regulación en España
    hasta la Ley del Suelo de 1956, que se propuso superar el
    concepto
    localista de las normas anteriores sobre la materia (en buena
    parte
    ordenanzas municipales)  para abordar la planificación como
    elemento angular de la política urbanística.
  






  

    
Es
    materialmente imposible, en los límites de este comentario,
    hacer
    siquiera una mínima mención de  todo el complejo normativo que
    integra el Derecho urbanístico, por lo que vamos a limitarnos a
    indicar los hitos de la compleja secuencia que lo
    constituye.
  






  

    
La
    normativa básica preconstitucional está integrada por la
    reforma
    que de la Ley del Suelo de 1956 se realiza por  medio de la Ley
    19/ 1975, de 2 de mayo. El Texto Refundido de la Ley sobre
    régimen
    del Suelo y Ordenación Urbana de 1976 (Real Decreto 1346/ 1976,
    de 9
    de abril), que incluye  la Ley de 1975 y las disposiciones no
    derogadas de la de 1956, será desarrollado  por tres
    Reglamentos, todos ellos de 1978: el  Reglamento de
    Planeamiento
    Urbanístico (Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio), el 
    Reglamento de Disciplina Urbanística (Real Decreto 2187/1978,
    de 23
    de junio) y el Reglamento de Gestión Urbanística (Real Decreto
    3288/1978, de 25 de agosto); normas parcialmente
    vigentes.
  






  

    
La
    asunción por parte de las Comunidades Autónomas, en sus
    respectivos
    Estatutos, de las competencias legislativas sobre la materia
    que les
    confiere el art. 148.1.3ª CE, plantea la necesidad de
    determinar el
    título competencial de la actividad legisladora del Estado. En
    principio será el Tribunal Constitucional en su STC 152/ 1988,
    de 20
    de julio, quien compagine la distribución de competencias entre
    los
    dos poderes por medio de la que deben hacerse efectivos los
    objetivos
    del art. 47 CE, que deben materializarse a través de y no a
    pesar de
    los sistemas de reparto de competencias articulados en la
    Constitución (FJ 3). 
  






  

    
En
    este sentido, los títulos competenciales del Estado que se
    aducen
    (arts. 149.1. 1ª, 11ª y  13ª CE) le habilitan en la medida en
    que la vivienda se configura como una actividad económica de
    producción cuya repercusión en la estabilidad económica es
    indiscutible, si bien esto no significa, concluye el Tribunal
    en el
    mismo FJ 3, que el Estado esté legitimado para realizar
    cualquier
    actividad en materia de vivienda, ya que los citados preceptos
    constitucionales no implican existencia de una competencia
    general e
    indeterminada de fomento de las actividades productivas por
    parte de
    aquél.
  






  

    
Las
    Comunidades Autónomas, a lo largo de esta primera etapa,
    desarrollaron una actividad normativa en materia de vivienda y
    urbanismo que no incidió más que en regulaciones parciales, lo
    que
    explica en buena medida que fueran las Cortes Generales las que
    aprobasen, antes de las reformas de todos los Estatutos
    autonómicos,
    la Ley  8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del Régimen
    Urbanístico y Valoraciones del Suelo, Ley que modificaba de
    forma
    sustancial la normativa anterior, siendo su objetivo central la
    descomposición del derecho de los propietarios de suelo, que a
    partir de esta norma se articula en cuatro facultades
    sucesivas: el
    derecho a urbanizar, el derecho al aprovechamiento urbanístico,
    el
    derecho a edificar  y el derecho a la  edificación. El
    Real Decreto Legislativo  1/ 1992, de 26 de junio, aprueba el
    Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y
    Ordenación
    Urbana de 1992, que sistematiza la Ley 8/ 1990 y los artículos
    no
    derogados del Texto Refundido de la Ley del Suelo de
    1976.
  






  

    
Dado
    que el art. 148.1.3ª CE atribuye, como hemos indicado, la
    competencia legislativa en materia urbanística y de vivienda a
    las
    Comunidades Autónomas, el Estado esgrime en las normas citadas
    como
    títulos competenciales los contenidos en el art. 149.1.1ª
    (regulación de las condiciones básicas de garantía de la
    igualdad), 8ª (legislación civil), 13ª (bases y coordinación de
    la planificación general de la actividad económica), 18ª (bases
    del régimen jurídico de las Administraciones públicas,
    procedimiento administrativo común, legislación sobre
    expropiación
    forzosa, legislación básica sobre contratos y concesiones
    administrativas) y 23ª (legislación básica sobre protección del
    medio ambiente). En atención a la confluencia de competencias
    estatales y autonómicas, el Texto Refundido establecía en la
    Disposición final única una relación de sus artículos según
    fuesen preceptos directamente aplicables con alcance general o
    plenos, al considerarlos de competencia exclusiva del Estado,
    preceptos básicos a desarrollar legislativamente por las
    Comunidades
    Autónomas y preceptos que actuarían como derecho supletorio de
    la
    normativa autonómica.
  






  

    
Una
    serie de Comunidades Autónomas interpusieron sendos recursos de
    inconstitucionalidad, unos contra la Ley 8/1990, otros contra
    el
    Texto Refundido de 1992, y algunas contra las dos normas,
    estimando
    la invasión de competencias autonómicas por parte de dichas
    normas
    estatales. Durante el tiempo de tramitación de estos recursos
    el
    Consejo de Ministros aprobó el Real Decreto-ley 5/ 1996, de 7
    de
    junio, de Medidas Liberalizadoras en materia de Suelo y de
    Colegios
    Profesionales, que incluía normativa considerada como básica,
    junto
    con otra supletoria y que se convertirá posteriormente en la
    Ley 7/
    1997, de 14 de abril. 
  






  

    
El
    Tribunal Constitucional resuelve los recursos de
    inconstitucionalidad
    en su STC 61/ 1997, de 20 de marzo, de efectos
    transcendentales.
  






  

    
En
    primer lugar, la sentencia declara la inconstitucionalidad, y
    subsiguiente nulidad, de una importante serie de artículos del
    Texto
    Refundido de 1992. Esta inconstitucionalidad afecta
    primeramente a
    los artículos de aplicación plena y a los básicos al entender
    el
    Tribunal que invaden las competencias en materia de urbanismo y
    vivienda asumidas con carácter exclusivo por las Comunidades
    Autónomas en sus Estatutos, lo que excluye cualquier posible
    regulación por parte del Estado.
  






  

    
En
    segundo lugar, se afirma que el art. 149.3 CE, en virtud del
    cual "el
    derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de
    las
    Comunidades Autónomas", no implica un título competencial
    general a favor del Estado, que deberá ampararse en una
    atribución 
    constitucional concreta cada vez que quiera dictar una
    normativa
    supletoria; en consecuencia declara también inconstitucionales
    los
    artículos del Texto Refundido impugnado calificados como
    supletorios.
  






  

    
Los
    efectos de la STC 61/ 1997 crean un panorama
    extraordinariamente
    confuso. En efecto, al declararse inconstitucionales tanto los
    artículos catalogados como básicos cuanto los supletorios, se
    produce una laguna normativa dada la inexistencia de una
    regulación
    autonómica completa de la materia. Ello obligará a recurrir al
    derecho estatal anterior a la asunción de competencias en
    materia
    urbanística por parte de las Comunidades Autónomas para poder 
    articularlo como supletorio, lo que supondrá tener que recurrir
    a la
    normativa preconstitucional, básica aunque no únicamente
    contenida
    en  el Texto Refundido de la Ley del Suelo  de 1976, ya 
    que la posibilidad de aplicar como supletoria la Ley 7/ 1997,
    de 14
    de abril, promulgada unos días antes de la publicación de la
    Sentencia que comentamos y sobre la que, lógicamente, ésta no
    se
    pronuncia, quedaba seriamente cuestionada por la doctrina del
    Tribunal Constitucional.
  






  

    
En
    consecuencia se registra a partir de ese momento una doble
    actividad
    normativa; por una parte, las Comunidades Autónomas
    intensifican la
    legislación propia para salvar el vacío normativo creado por la
    sentencia en cuestión, mientras que por otra parte se aprueban
    el
    Reglamento sobre Inscripción en el Registro de la Propiedad de
    actos
    de Naturaleza Urbanística (Real Decreto 1093/ 1997, de 4 de
    julio) y
    la Ley 6/ 1998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y
    Valoraciones,
    en la que se parte de los títulos competenciales que otorgan al
    Estado los distintos apartados del art. 149.1 (4ª, 8ª, 13ª, 18ª
    y
    23ª) a través de los que la Ley pretende, en definitiva,
    regular
    "las condiciones básicas del derecho de propiedad urbana",
    centrándola en el derecho de propiedad del suelo desde una
    óptica
    parcialmente liberalizadora. Aunque la Ley fue recurrida en
    inconstitucionalidad, la sentencia que resuelve el recurso (STC
    164/
    2001, de 11 de julio) sólo declara la inconstitucionalidad de
    tres
    de sus artículos, sin aportar ninguna novedad relevante
    respecto de
    la sentencia anteriormente comentada.
  






  

    
La
    Ley 6/ 1998 modifica la clasificación anterior del suelo
    estableciendo que sea suelo no urbanizable o rústico el que
    necesite
    una calificación expresa y motivada, al contrario de lo
    estipulado
    en la regulación anterior; los criterios de calificación del
    suelo
    como no urbanizable (incompatibilidad del mismo para su
    transformación en urbanizable e inadecuación para el desarrollo
    urbano) no los define la Ley, de manera que su precisión
    corresponderá a la legislación de desarrollo competente para la
    determinación de los planes urbanísticos. De esta manera serán
    normalmente las Comunidades Autónomas (dejando aparte los
    supuestos
    de competencia estatal o municipal) las encargadas de aprobar
    dicha
    planificación, a la que corresponderá valorar el carácter no
    urbanizable del suelo.
  






  

    
Al
    mismo tiempo se flexibiliza el sistema de adquisición sucesiva
    de
    las facultades urbanísticas impuestas al propietario del suelo
    en la
    Ley 8/1990 con la finalidad de activar la actividad privada en
    este
    sector económico.
  






  

    
A
    este respecto es necesario tener también en cuenta la Ley 10/
    2003,
    de 20 de mayo, que precisa, sin alterar sustancialmente sino
    incidiendo de forma positiva en las competencias autónomas, la
    cuestión central de la calificación del suelo no
    urbanizable.
  






  

    
Posteriormente
    se aprobaría la Ley 8/2007, de 8 de mayo, del Suelo, que vino a
    clarificar la materia competencial. Como señalaba su Exposición
    de
    Motivos, "del nuevo orden competencial instaurado por el bloque
    de la constitucionalidad, según ha sido interpretado por la
    doctrina
    del Tribunal Constitucional, resulta que a las Comunidades
    Autónomas
    les corresponde diseñar y desarrollar sus propias políticas en
    materia urbanística. Al Estado le corresponde a su vez ejercer
    ciertas competencias que inciden sobre la materia, pero
    debiendo
    evitar condicionarla en lo posible. (...) En los últimos años,
    el
    Estado ha legislado de una manera un tanto accidentada, en
    parte
    forzado por las circunstancias, pues lo ha hecho a caballo de
    sucesivos fallos constitucionales. Así, desde que en 1992 se
    promulgara el último Texto Refundido Estatal de la Ley sobre
    Régimen
    de Suelo y Ordenación Urbana se han sucedido seis reformas o
    innovaciones de diverso calado, además de las dos operaciones
    de
    "legislación negativa" en sendas Sentencias
    Constitucionales, las número 61/1997 y 164/2001. No puede
    decirse que tan atropellada evolución -ocho innovaciones en
    doce
    años- constituya el marco idóneo en el que las Comunidades
    Autónomas han de ejercer sus propias competencias legislativas
    sobre
    ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. Esta situación
    no
    puede superarse añadiendo nuevos retoques y correcciones, sino
    mediante una renovación más profunda plenamente inspirada en
    los
    valores y principios constitucionales antes aludidos, sobre los
    que
    siente unas bases comunes en las que la autonomía pueda
    coexistir
    con la igualdad."
  






  

    
Por
    las razones expuestas, la Ley del Suelo de 2007 prescindió por
    primera vez de regular técnicas específicamente urbanísticas,
    tales como los tipos de planes o las clases de suelo, evitando
    el uso
    de los tecnicismos propios de ellas para no prefigurar un
    concreto
    modelo urbanístico y para facilitar a los ciudadanos la
    comprensión
    de este marco común. La Ley del Suelo no era, por tanto, una
    Ley
    urbanística, "sino una Ley referida al régimen del suelo y la
    igualdad en el ejercicio de los derechos constitucionales a él
    asociados en lo que atañe a los intereses cuya gestión está
    constitucionalmente encomendada al Estado. Una Ley, por tanto,
    concebida a partir del deslinde competencial establecido en
    estas
    materias por el bloque de la constitucionalidad y que podrá y
    deberá
    aplicarse respetando las competencias exclusivas atribuidas a
    las
    Comunidades Autónomas en materia de ordenación del territorio,
    urbanismo y vivienda y, en particular, sobre patrimonios
    públicos de
    suelo."
  






  

    
Por
    otra parte, la Ley abandonaba definitivamente el sesgo con el
    que el
    legislador estatal venía abordando el estatuto de los derechos
    subjetivos afectados por el urbanismo, que llevaba a la
    simplista
    identificación de tales derechos -y deberes- con los de la
    propiedad. A partir de este momento los derechos
    constitucionales
    afectados serán también otros, como el de participación
    ciudadana
    en los asuntos públicos, el de libre empresa, el derecho a un
    medio
    ambiente adecuado y, sobre todo, el derecho a una vivienda
    digna y
    asimismo adecuada, al que la propia Constitución vincula
    directamente con la regulación de los usos del suelo en su
    artículo
    47.
  






  

    
Finalmente,
    la Ley del Suelo de 2007 trataría de responder a los
    requerimientos
    de un desarrollo sostenible, minimizando el impacto del
    crecimiento
    urbano y apostando por la regeneración de la ciudad existente,
    en
    consonancia con las acciones y políticas de la Unión Europea en
    la
    materia, recogidas fundamentalmente en la Estrategia
    Territorial
    Europea y en la Comunicación de la Comisión sobre una
    Estrategia
    Temática para el Medio Ambiente, ambas de 2004.
  






  

    
Poco
    tiempo después de la entrada en vigor de la Ley del Suelo de
    2007,
    el Gobierno aprobaría, al amparo de la Disposición final
    segunda de
    aquélla, el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio,
    que
    refundía el texto de la Ley del Suelo de 2007 y los preceptos
    que
    aún quedaban vigentes del Real Decreto Legislativo 1/1992, de
    26 de
    junio, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley sobre
    Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.
  






  

    
Dicha
    tarea refundidora se planteó básicamente dos objetivos: de un
    lado
    aclarar, regularizar y armonizar la terminología y el contenido
    dispositivo de los textos legales citados, y de otro,
    estructurar y
    ordenar en una única disposición general una serie de preceptos
    dispersos y de diferente naturaleza, procedentes del
    fragmentado
    Texto Refundido de 1992, dentro de los nuevos contenidos de la
    Ley de
    Suelo de 2007, adaptados a las competencias urbanísticas, de
    ordenación del territorio y de vivienda de las Comunidades
    Autónomas.
  






  

    
Llegamos
    así hasta el vigente texto refundido de la Ley del Suelo y
    Rehabilitación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo
    7/2015,
    de 30 de octubre, norma que se elaboró al amparo de la
    delegación
    conferida al Gobierno por el art. Uno, h) de la Ley 20/2014, de
    29 de
    octubre, que autorizaba al Ejecutivo para aprobar un texto
    refundido
    en el que se integrasen, debidamente regularizadas, aclaradas y
    armonizadas, la Ley de Suelo, aprobada por el Real Decreto
    Legislativo 2/2008, de 20 de junio, y determinados preceptos de
    la
    Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y
    renovación urbanas.
  






  

    
La
    sistemática del vigente texto refundido sigue en esencia la de
    del
    texto refundido de la Ley del Suelo de 2008, con la salvedad de
    la
    introducción de dos nuevos títulos.
  






  

    
El
    Título preliminar se dedica a aspectos generales de la Ley,
    tales
    como su objeto, las definiciones de los conceptos que contiene
    la
    norma, y la enunciación de algunos principios que la vertebran,
    en
    particular, el de desarrollo territorial y urbano
    sostenible.
  






  

    
El
    Título I se ocupa del estatuto de los derechos y deberes de los
    sujetos afectados, que inspiran directa o indirectamente el
    resto del
    articulado. Con este objeto, se definen tres estatutos
    subjetivos
    básicos que cabe percibir como tres círculos
    concéntricos:
  






  

    
Primero,
    el de la ciudadanía en general en relación con el suelo y la
    vivienda, que incluye derechos y deberes de orden
    socio-económico y
    medioambiental de toda persona con independencia de cuáles sean
    su
    actividad o su patrimonio, es decir, en el entendimiento de la
    ciudadanía como un estatuto de la persona que asegure su
    disfrute en
    libertad del medio en el que vive, su participación en la
    organización de dicho medio y su acceso igualitario a las
    dotaciones, servicios y espacios colectivos que demandan la
    calidad y
    cohesión del mismo.
  






  

    
Segundo,
    el régimen de la iniciativa pública y privada en las
    actuaciones de
    transformación urbanística y en las edificatorias que se
    configura
    como una actividad económica de interés general que afecta
    tanto al
    derecho de la propiedad como a la libertad de empresa. Por lo
    que
    respecta a la iniciativa pública, la Administración podrá
    utilizar para el desarrollo de la actividad de ejecución de las
    actuaciones urbanísticas todas las modalidades de gestión
    directa e
    indirecta admitidas por la legislación de régimen jurídico, de
    contratación de las Administraciones Públicas, de régimen local
    y
    de ordenación territorial y urbanística. En cuanto a la
    iniciativa
    privada, ésta podrá partir de las comunidades y agrupaciones de
    comunidades de propietarios, las cooperativas de vivienda
    constituidas al efecto, los propietarios de construcciones,
    edificaciones y fincas urbanas, los titulares de derechos
    reales o de
    aprovechamiento, y las empresas, entidades o sociedades que
    intervengan en nombre de cualesquiera de los sujetos
    anteriores. En
    los procedimientos de iniciativa pública podrán participar
    tanto
    los propietarios de los terrenos como los particulares que no
    ostenten dicha propiedad, en las condiciones dispuestas por la
    legislación aplicable. Los particulares, sean o no
    propietarios, deberán contribuir, en los términos establecidos
    en
    las leyes, a la acción urbanística de los entes públicos, a los
    que corresponderá, en todo caso, la dirección del proceso,
    tanto en
    los supuestos de iniciativa pública, como privada.
  






  

    
Tercero,
    el estatuto de la propiedad del suelo, definido -como es
    tradicional
    entre nosotros- como una combinación de facultades y deberes
    que no
    comprende per sé la edificabilidad, cuya patrimonialización se
    produce únicamente con su realización efectiva y está
    condicionada
    en todo caso al cumplimiento de los deberes y el levantamiento
    de las
    cargas propias del régimen que corresponda. La Ley distingue
    entre
    el contenido general del derecho de propiedad del suelo, con
    sus
    correspondientes facultades y deberes y cargas, del contenido
    propio
    de la propiedad del suelo en situación de urbanizado y del
    suelo en
    situación rural o vacante de edificación.
  






  

    
Correlativos
    de los derechos de las personas son los deberes básicos de las
    Administraciones Públicas con que el Real Decreto Legislativo
    abre
    su Título II, entre los que destaca la urbanización, que supone
    la
    inclusión en la ordenación territorial y urbanística de un
    destino
    que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo
    rural a
    la de suelo urbanizado; del suelo preciso para satisfacer las
    necesidades que lo justifiquen, impedir la especulación con él
    y
    preservar de la urbanización al resto del suelo rural. En este
    sentido  la Ley mantiene las dos situaciones básicas del suelo:
    hay un suelo rural, esto es, aquél que no está funcionalmente
    integrado en la trama urbana, y otro urbanizado, entendiendo
    por tal
    el que ha sido efectiva y adecuadamente transformado por la
    urbanización. Mención especial merece también la reserva de
    suelo
    residencial para vivienda protegida, ya que la propia
    Constitución
    vincula la ordenación de los usos del suelo con la efectividad
    del
    derecho a la vivienda. La importancia de todas estas
    operaciones
    determina que en el referido Título se incluyan reglas precisas
    que
    aseguren unos estándares mínimos de transparencia, de
    participación
    ciudadana real y no meramente formal, y de evaluación y
    seguimiento
    de los efectos que las actuaciones urbanísticas tienen sobre la
    economía y el medio ambiente.   
  






  

    
Los
    nuevos Títulos III y IV abordan, respectivamente, la regulación
    del
    Informe de Evaluación de los Edificios, que tiene por objeto
    examinar el estado de conservación, las condiciones básicas de
    accesibilidad y la eficiencia energética de los inmuebles
    ubicados
    en edificios residenciales de vivienda colectiva; y la
    cooperación y
    colaboración interadministrativa en materia urbanística, que se
    canaliza fundamentalmente a través de la suscripción de los
    correspondientes convenios, incluyendo los de financiación de
    las
    actuaciones de rehabilitación edificatoria y de regeneración y
    renovación urbanas.
  






  

    
El
    Título V contiene los criterios de valoración del suelo y las
    construcciones y edificaciones, a efectos reparcelatorios,
    expropiatorios y de responsabilidad patrimonial de las
    Administraciones Públicas. La Ley parte de las dos situaciones
    básicas mencionadas en el Título II: suelo rural y suelo
    urbanizado. Ambos se valoran conforme a su naturaleza, siendo
    así
    que sólo en el segundo dicha naturaleza integra su destino
    urbanístico, porque dicho destino ya se ha hecho realidad.
    Desde
    esta perspectiva, los criterios de valoración establecidos
    persiguen
    determinar con la necesaria objetividad y seguridad jurídica el
    valor de sustitución del inmueble en el mercado por otro
    similar en
    su misma situación. En el suelo rural, se adopta el método de
    la
    capitalización de rentas, sin olvidar que la localización
    influye
    en el valor de este suelo, siendo la renta de posición un
    factor
    relevante en la formación tradicional del precio de la tierra.
    En el
    suelo urbanizado, los criterios de valoración que se establecen
    dan
    lugar a tasaciones siempre actualizadas de los inmuebles. En
    todo
    caso y con independencia del valor del suelo, cuando éste está
    sometido a una transformación urbanizadora o edificatoria, se
    indemnizan los gastos e inversiones acometidos junto con una
    prima
    razonable que retribuya el riesgo asumido. En los casos en los
    que
    una decisión administrativa impide participar en la ejecución
    de
    una actuación de urbanización, o altera las condiciones de
    ésta,
    sin que medie incumplimiento por parte de los propietarios, se
    valora
    la privación de dicha facultad en sí misma. En definitiva, un
    régimen que, sin valorar expectativas generadas exclusivamente
    por
    la actividad administrativa de ordenación de los usos del
    suelo,
    retribuye e incentiva la actividad urbanizadora o edificatoria
    emprendida en cumplimiento de aquélla y de la función social de
    la
    propiedad.
  






  

    
El
    Título VI se ocupa, en términos idénticos a los del Texto
    Refundido de 2008, de las instituciones de garantía de la
    integridad
    patrimonial de la propiedad: la expropiación forzosa y la
    responsabilidad patrimonial.
  






  

    
El
    Título VII contiene diversas medidas de garantía del
    cumplimiento
    de la función social de la propiedad inmobiliaria. Así, el
    reconocimiento de la capacidad de obrar de los diversos agentes
    que
    intervienen en las actuaciones urbanísticas se acompaña de la
    garantía de que la misma se ejerza efectivamente para cumplir
    con la
    función social de la propiedad y con el destino urbanístico del
    suelo que aquélla tiene por objeto, ya sea público o privado su
    titular. A tal efecto, la Ley se ocupa de articular esa
    capacidad al
    servicio del interés general a lo largo de todo su cuerpo:
    desde la
    responsabilidad patrimonial por el incumplimiento de los plazos
    máximos en los procedimientos de ordenación urbanística, a la
    posibilidad de sustituir forzosamente al propietario
    incumplidor de
    los plazos de ejecución, el mayor rigor en la determinación de
    los
    destinos de los patrimonios públicos de suelo o las medidas
    arbitradas para asegurar que se cumple ese destino aun cuando
    se
    enajenen los bienes integrantes de los patrimonios públicos de
    suelo. El Título se cierra con una regulación del régimen del
    derecho de superficie dirigida a favorecer su operatividad para
    facilitar el acceso de los ciudadanos a la vivienda y, con
    carácter
    general, diversificar y dinamizar las ofertas en el mercado
    inmobiliario.
  






  

    
Por
    último, el Título VIII contiene una serie de preceptos que,
    agrupados bajo la denominación de "Régimen Jurídico",
    contemplan la nulidad de pleno derecho de los actos dictados
    con
    infracción de la ordenación urbanística, las actuaciones con el
    Ministerio Fiscal en los supuestos de infracciones
    constitutivas de
    delito, las peticiones, actos y acuerdos procedentes en dichos
    ámbitos, las posibles acciones y recursos pertinentes, y las
    normas
    atinentes al Registro de la Propiedad.
  






  

    
Como
    se ha indicado, toda esta normativa parte de la consideración
    del
    sector edificación como uno de los principales sectores
    económicos
    por lo que la regulación de las condiciones de la misma incluye
    tanto el elemento sustantivo de la planificación como la de los
    requisitos básicos que garanticen la creciente demanda de
    seguridad
    en ella, que incluye tanto la seguridad estructural cuanto la
    protección contra el ruido (vid. SSTC 119/2001 de 29 de mayo y
    16/2004 de 23 de febrero), el aislamiento térmico de las
    edificaciones, etc. A ello responden, aparte de las normas a
    las que
    ya hemos hecho mención, la Ley 38/ 1999, de 5 de noviembre, de
    Ordenación de la edificación, que regula el conjunto del
    proceso
    edificatorio, los agentes que intervienen en él, las garantías
    de
    los usuarios, así como la exigencia de responsabilidades, así
    como
    el Código Técnico de la Edificación aprobado por Real Decreto
    314/2006 de 17 de marzo, modificado entre otros por Real
    Decreto
    173/2010, de 19 de febrero, en materia de accesibilidad y no
    discriminación de las personas con discapacidad.
  






  

    
La
    situación del Derecho urbanístico en las Ciudades Autónomas de
    Ceuta y Melilla tiene una entidad propia que conviene tener en
    cuenta. Desde el momento en que ambas Ciudades carecen de
    potestad
    legislativa, la aplicación en su caso de la doctrina del
    Tribunal
    Constitucional derivada de la STC 61/ 1997 implicaría la
    congelación
    de su ordenamiento en esta materia; para evitar esta situación
    la
    Disposición final segunda del texto refundido de la Ley de
    Suelo y
    Rehabilitación Urbana, establece que su contenido íntegro es de
    aplicación directa en los territorios de las ciudades de Ceuta
    y
    Melilla, correspondiendo a la Administración General del Estado
    la
    aprobación definitiva del Plan General de Ordenación Urbana de
    estas ciudades y sus revisiones (Disposición adicional
    tercera).
  






  

    
En
    otro orden de cuestiones, la política social en relación con la
    vivienda se centra en la intervención de las distintas
    Administraciones competentes para configurar un sistema que
    permita
    el acceso a la vivienda, en régimen de propiedad o de
    arrendamientos, de los sectores con escaso poder adquisitivo.
    La
    normativa en cuestión gira en torno a las viviendas de
    protección
    oficial reguladas en principio por la Ley sobre Viviendas de
    Protección Oficial, Texto Refundido aprobado por los Decretos
    2131/
    1963, de 24 de julio y 3964/ 1964, de 3 de diciembre (el
    Reglamento
    para la aplicación de esta Ley es aprobado por el Decreto 2114/
    1961, de 24 de julio). El Real Decreto 2960/ 1976, de 12 de
    noviembre, aprobó el Texto Refundido de la legislación de
    Viviendas
    protegidas, pero el deterioro progresivo de la oferta de
    viviendas de
    protección oficial debido, en parte al menos, a la
    multiplicidad de
    los regímenes aplicables y a la ausencia de un sistema
    financiero
    capaz de respaldar las propuestas legislativas, será la causa
    de la
    publicación del Real Decreto Ley 31/ 1978, de 31 de octubre,
    sobre
    Política de Viviendas de Protección Oficial, desarrollado por
    el
    Real Decreto 3148/ 1978, de 10 de noviembre.
  






  

    
Sin
    embargo, en la medida en que las Comunidades Autónomas han
    desarrollado sus competencias exclusivas en materia de vivienda
    aprobando específicamente normativa sobre vivienda de
    protección
    oficial hay que tener en cuenta que, lo mismo que en la materia
    de
    urbanismo, en este ámbito buena parte de las disposiciones
    estatales
    rigen exclusivamente con carácter supletorio.
  






  

    
Por
    otra parte, dado que el concepto de "vivienda digna y adecuada"
    que proclama el art. 47 CE no es solo predicable de la vivienda
    en
    propiedad, hay que considerar la acción de los poderes públicos
    en
    relación con las viviendas en alquiler, acción plasmada
    básicamente
    en la Ley 29/ 1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos
    Urbanos,
    modificada de forma sustancial en este punto por la Ley 4/2013,
    de 4
    de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado
    de
    alquiler de viviendas. También puede citarse el Plan Estatal de
    fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación
    edificatoria, y
    la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016,  prorrogado
    para el año 2017 por  637/2016, de 9 de diciembre.
  






  

    
Finalmente,
    no pueden dejar de mencionarse en el ámbito de las políticas
    públicas sobre vivienda las medidas de protección de los
    deudores
    hipotecarios, que han  adquirido especial relevancia tras la
    crisis económica y financiera de 2008. Entre las contempladas
    en la
    Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la
    protección a
    los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler
    social, cabe referirse especialmente a la suspensión inmediata
    y por
    un plazo de dos años de los desahucios de las familias que se
    encuentren en una situación de especial riesgo de exclusión, o
    la
    limitación de los intereses de demora que pueden devengar las
    hipotecas constituidas sobre vivienda habitual.  
  





 








 









  

    
Todos,
    en mayor o menor medida, por acción o por omisión, mentimos. Lo
    hacemos en la medida que no decimos lo que pensamos o que
    decimos lo
    que no pensamos o no sabemos, o incluso lo que sabemos
    incierto. La
    pérdida de la espontaneidad es un proceso evolutivo cuyas
    etapas
    vamos consumiendo desde niños, conforme se asienta en nosotros
    la
    convicción de que la sinceridad no siempre es posible ni
    conveniente
    porque puede causar perjuicios al receptor de la comunicación,
    o al
    propio emisor.
  






  

    
Hay
    mentiras socialmente más positivas que ciertas verdades
    incontestables: son muchas las situaciones en que una mentira
    sabiamente trasmitida genera un efecto beneficioso, o cuando
    menos
    paliativo, como para que establezcamos categorías morales
    radicales
    sobre esta aparente dicotomía ética: verdad-mentira. Si a esto
    unimos que todos, antes o después, mentimos u ocultamos
    verdades
    relevantes, quizá convendría desdramatizar el hecho de la
    mentira
    para poder así abordarlo con más sensatez y sentido de la
    medida.
  






  

    
Según
    el diccionario mentir es “decir algo que no es verdad con
    intención
    de engañar”. Y si buscamos una definición más académica, nos
    topamos con “expresión o manifestación contraria a lo que se
    sabe, cree o piensa”. Así que quien engaña o confunde sin ser
    consciente de hacerlo, no miente: simplemente trasmite a los
    demás
    su propia equivocación.
  






  

    
La
    relación que cada persona mantiene con la mentira -además de
    decir
    mucho de ella-, es bien distinta a la de los demás. Hay quienes
    sólo
    recurren a la mentira cuando es compasiva, o cuando les
    proporciona
    resultados positivos sin generar engaño importante o si se
    trata de
    un asunto banal. Y también los hay que mienten a menudo, casi
    por
    costumbre y sólo en temas poco relevantes. Pero no podemos
    olvidar a
    quienes mienten esporádicamente pero a conciencia, generando
    daño a
    los demás o persiguiendo beneficios personales. Y también los
    hay
    que mienten, o callan verdades necesarias, por timidez, por
    vergüenza
    o por falta de carácter.
  






  

    
Por
    último, citemos a los mentirosos patológicos, que mienten con
    una
    facilidad pasmosa, ya sea por conveniencia ya por una absoluta
    y
    cínica falta de respeto a la verdad.
  






  

    
Algunas
    personas no mienten nunca (o casi nunca) por razones bien
    distintas
    de la ética: por miedo a ser descubiertos, por pereza (no hay
    que
    recordar los detalles de la mentira en el futuro), por orgullo
    (“¿cómo voy a caer yo tan bajo?”)… Pero, si lo pensamos bien,
    razones bien similares son las que pueden impulsarnos a mentir
    u
    omitir, en determinadas circunstancias, lo que pensamos o
    sabemos.
    Porque verdades como puños muy inoportunas, o que ofenden o
    incordian. Tan importante como el hecho de mentir o decir la
    verdad
    es la intención con que se hace una u otra cosa. Y he ahí el
    verdadero dilema moral. Una mentira que a nadie daña o incluso
    reporta beneficio a su destinatario puede ser más defendible
    que una
    verdad que causa dolor innecesariamente. Mentimos por muchas
    razones:
    por conveniencia, odio, compasión, envidia, egoísmo, o por
    necesidad, o como defensa ante una agresión… pero dejando al
    margen su origen o motivación, no todas las mentiras son
    iguales.
    Las menos convenientes para nuestra psique son las mentiras en
    que
    incurrimos para no responsabilizarnos de las consecuencias de
    nuestros actos. Y las menos admisibles son las que hacen daño,
    las
    que equivocan y las que pueden conducir a que el receptor
    adopte
    decisiones que le perjudican. Concluyamos, por tanto, que los
    dos
    parámetros esenciales para medir la gravedad de la mentira son
    la
    intención que la impulsa y el efecto que causa.
  






  

    
Quien
    oculta la verdad retiene parte de una información que para el
    interlocutor puede ser interesante pero, en sentido estricto,
    no
    falta a la verdad. Sin embargo, quien falsea la realidad da un
    paso
    más, al emitir una información falsa con etiqueta de real.
    Resulta
    más fácil mentir por omisión (no se necesita urdir historias
    inciertas, y hay menos posibilidades de ser descubierto) y
    socialmente este tipo de engaño se tiene por menos censurable,
    a
    pesar de que puede resultar tanto o más dañino e inmoral que la
    mentira activa. Se recurre asimismo al falseamiento cuando se
    ocultan
    emociones o sentimientos que aportan información relevante al
    interlocutor, en la medida que pueden inducirle a error de
    interpretación o a iniciar acciones inadecuadas.
  






  

    
También
    podemos mentirnos a nosotros mismos, por evitar asumir alguna
    responsabilidad, o por temor a encarar una situación
    problemática,
    o por la dificultad que no supone reconocer un sentimiento o
    emoción.
    Invariablemente, antes o después, este autoengaño nos lleva a
    mentir a los demás.
  






  

    
Otras
    formas de mentir son las “verdades a medias” (el mentiroso
    niega
    parte de la verdad o sólo informa de parte de ella) y las
    “verdades
    retorcidas”, en las que se dice la verdad pero de un modo tan
    exagerado o irónico que el interlocutor, casi ridiculizado, la
    toma
    por no cierta.
  






  

    
La mentira
    racional persigue un interés concreto, es malévola y se emite
    con al intención de perjudicar o engañar. En la mentira
    emocional, lo que se dice o hace no concuerda con la situación
    emocional de la persona. Y en la mentira conductual hacemos
    creer que somos lo que no somos: más jóvenes, mejor informados,
    menos anticuados… Pero hay también otras clases de mentiras:
    chismes, rumores y las mentiras piadosas: . El mentiroso no
    tiene
    edad y la mentira puede darse en todo el ciclo de vida. Veamos
    lo que
    apunta De Vries :”El niño es mentiroso en la medida en que sus
    fantasías se hacen presentes para confundirlas con realidades.
    El
    adolescente lo es cuando su encuentro con el mundo real le
    causa
    frustraciones. El joven miente porque no se ve capaz de
    afrontar las
    verdades que le contrarían. El adulto es mentiroso cuando no ha
    superado los obstáculos que le ha puesto la vida, y engaña para
    sentirse el triunfador que nunca ha sido. Y el anciano miente
    cuando
    no se perdona los errores que ha cometido a lo largo de su
    existencia”.
  






  

    
Nuestra
    relación con la mentira (con qué frecuencia mentimos y qué
    gravedad tienen esas mentiras) la podemos ver como un baremo
    que mide
    nuestro grado de responsabilidad y madurez, cómo afrontamos las
    frustraciones, y si mostramos una coherencia en las actitudes y
    comportamientos en nuestra vida.
  






  

    
El
    cimiento sobre el que se edifican las relaciones humanas es la
    confianza. La relación entre los seres humanos no precisaría de
    la
    confianza si fuéramos transparentes, pero no lo somos: el
    descubrimiento absoluto de nuestra intimidad, al contener
    propósitos
    e intenciones que podrían torpedear el diálogo, frenaría la
    relación social. Recurrimos, todos, a un protocolo de
    comunicación,
    y el fingimiento, el disimulo y la mentira son -aunque cueste
    reconocerlo- componentes esenciales de ese convenio. No somos
    igual
    de sinceros ante unos que ante otros, esto es obvio. Todos
    mostramos
    un cierto grado de opacidad ante los demás. Y no siempre más
    sinceridad genera una mayor confianza. La información es poder:
    saberlo todo sobre alguien equivale a una forma de posesión. Y
    en
    cierto sentido, la hondura de la amistad o del amor se miden
    por el
    grado de conocimiento recíproco de la intimidad, y por la
    confianza
    existente entre los interlocutores. La confianza es una actitud
    básica, porque preside la totalidad de las interacciones. La
    necesitamos, pero la usamos en las dosis que, según nuestro
    criterio, cada caso precisa. En el momento que surge la
    comunicación
    con otra persona hemos de depositar en ella cierto grado de
    confianza, que es el termómetro de la implicación y vinculación
    que mantenemos con esa persona. Apostar por la confianza del
    otro es
    considerarle de fiar.
  






  

    
Fiarse
    de alguien significa creer que las probabilidades de ser
    engañado
    son muy escasas o inexistentes. Si queremos ser creíbles, gozar
    de
    la confianza ajena, tendremos que olvidar el engaño, la
    mentira. El
    crédito que tenemos ante los demás es un tesoro frágil y no
    perenne, ya que se actualiza y revisa en cada acción, en cada
    diálogo, que acaban convirtiéndose en una constante prueba de
    confianza. Es responsabilidad de cada uno de nosotros
    relacionarnos
    desde la verdad, lo que no implica el ofrecimiento de toda la
    intimidad. Cada cual y en cada momento ha de valorar qué y
    cuánto
    de su intimidad quiere participar al otro.
  






  

    
La
    mentira puede hacer daño al destinatario pero en última
    instancia a
    quien más perjudica es al mentiroso, ya que le convierte en una
    persona poco fiable, indigna de confianza y carente de crédito.
    Lo
    dice el refrán: “En la persona mentirosa, la verdad se vuelve
    dudosa”.
  






  

    
Algunas
    verdades sobre la mentira
  



  
	

        

  

    

      
Hay
              muchas clases de mentira: algunas pueden ser
      convenientes, pero lo
              más correcto es recurrir al engaño lo menos
      posible.
    
  


        

  
	

        

  

    

      
Sin
              intención de engañar, no hay mentira.
    
  


        

  
	

        

  

    

      
La
              intención que la motiva y los efectos que causa
      definen la gravedad
              de una mentira.
    
  


        

  
	

        

  

    

      
La
              mentira es tan dañina para quien la recibe como para
      quien recurre
              a ella.
    
  


        

  
	

        

  

    

      
Una
              nos lleva a otra, y puede marcar (siempre
      negativamente) nuestra
              manera de relacionarnos con los demás.
    
  


        

  
	

        

  

    

      
El
              mentiroso es un inseguro, o egoísta, o irresponsable,
      o inmaduro. O
              todo ello a la vez.
    
  


        

  
	

        

  

    

      
Una
              de las más perniciosas clases de mentira es el
      autoengaño. Si nos
              creemos y mostramos como no somos, nunca sabremos si
      nos quieren o
              desprecian a nosotros o a la imagen fraudulenta que
      nos hemos
              fabricado.
    
  









 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 









  

    

      
CAPÍTULO
      1. EL TEMA DE LA DISCRIMINACIÓN 
    
  






 









  

    
La
    discriminación por motivos de edad es relativamente frecuente
    en los
    servicios sanitarios, en los medios sociales y hasta en los
    medios
    políticos y de valores actuales. La discriminación por razón de
    edad es fuente de mal trato, abuso y negligencia en la atención
    sanitaria y social de las personas mayores. En la práctica
    médica
    diaria, la discriminación se expresa de muy diferentes formas,
    y la
    podemos encontrar en prácticamente todas las áreas de la
    atención
    clínica.
  






  

    

    


    


    
Es
    importante citar la constatación del trato discriminatorio que
    reciben, en muchos casos, los ancianos en los servicios de
    urgencia
    hospitalarios. Suelen ser los últimos atendidos, de los que
    nadie
    quiere hacerse cargo, y a los que más tiempo les retienen. Esto
    es
    más cierto cuanto más complejo es el paciente y la familia, es
    decir conforme más grave es la dependencia y sobre todo si el
    paciente presenta demencia. Sin embargo como contrapartida los
    ancianos, sobre todo los dependientes, suelen ser los que mejor
    utilizan los servicios de urgencias, ya que suelen ser los que
    más
    ingresan a través de urgencias y los que acuden a urgencias
    sobre
    todo cuando tienen un proceso agudo grave, a diferencia de los
    jóvenes.
  






  

    

    


    


    
Ya
    en el hospital tampoco suelen ser aceptados de buen grado por
    los
    profesionales encargados de su atención una vez ingresados en
    una
    unidad de hospitalización (sobre todo pacientes con demencia
    severa,
    o bien con alteraciones sensoriales que dificultan la
    comunicación).
    Como es lógico esta discriminación no tiene razón de ser en las
    unidades especializadas de geriatría en donde este tipo de
    pacientes
    son su principal objetivo. Se ha demostrado que la formación y
    la
    atención por personal especializado disminuye la
    discriminación,
    facilitando un mejor trato y un mayor acceso a todas los
    recursos
    sanitarios y sociales necesarios para la persona mayor.
    


    


    
Otro
    ejemplo típico de discriminación, y el más fácil de entender,
    es
    el que se deriva de la aplicación -o no aplicación- a este
    colectivo de las tecnologías nuevas y, normalmente, caras, que
    surgen cada día en el campo de la medicina. Así, el acceso a
    unidades especiales (UVI, UCI, unidades coronarias, unidades de
    diálisis, etc.), o a determinadas especialidades (oncología,
    radioterapia, cardiología intervencionista, neurocirugía,
    traumatología, ...) es muy difícil para personas mayores, sobre
    todo cuanto más edad tienen. Es evidente que el anciano se
    puede
    beneficiar de muchos de los procederes médicos que se le
    niegan, en
    medida análoga a las ventajas que obtienen las personas más
    jóvenes, y que, en todo caso, muchas de estas medidas
    contribuyen a
    prolongar la vida del anciano y a mejorar su calidad en
    términos
    absolutos cuando se les compara con lo que ocurre a grupos de
    población homogéneos de edades equivalentes y a los que se
    priva de
    los eventuales beneficios de estas actuaciones.
    


    


    
Existen
    muchas razones para no discriminar. Tanto la Constitución
    española
    como la Ley General de Sanidad y el resto del cuerpo
    legislativo
    español no dejan resquicio a ningún tipo de discriminación
    entre
    los ciudadanos en función de la edad. Los argumentos
    sociodemográficos tampoco son desdeñables. No se puede excluir
    de
    ningún posible beneficio médico a un colectivo que representa
    al
    17% de la población y que es el que mayor demanda sanitaria
    genera.
    


    


    
Otro
    cuerpo argumental es el basado en razones directamente médicas.
    La
    ignorancia de muchos médicos sobre los principios de la
    geriatría
    puede explicar, aunque no justificar, algunas actitudes
    ageístas. El
    que alguien no sepa cómo va a responder un anciano no le exime
    de
    aplicar procederes potencial-mente útiles. Muchas actitudes
    clínicas
    discriminatorias basadas en la edad han sido barridas por el
    tiempo
    ante la evidencia posterior de unas respuestas médicas
    favorables.
    El propio sentido común. ¿Dónde ponemos la barrera? ¿Por qué
    los
    65 años y no los 70 o los 80? ¿Cabe imaginar qué debamos ir
    ampliando o reduciendo cada cierto tiempo las indicaciones o
    contraindicaciones de determinados actos médicos?
  






  

    

    


    


    
La
    edad en sí misma nunca debe constituir una contraindicación
    para
    nada. La defensa de la no-discriminación en función de la edad
    nunca debe interpretarse como una bula para entrar en lo que
    llamamos
    encarnizamiento terapéutico.
  






  

    

    


    


    
Al
    lado de este derecho debe admitirse la posibilidad de renunciar
    a él
    por parte del paciente de edad avanzada en algunos casos
    concretos y,
    de forma especial, cuando la tecnología puede convertirse en
    instrumento agresor para la calidad de vida del propio
    individuo, sin
    ofrecerle a cambio la esperanza de un futuro mejor. Se ha
    demostrado
    que, cuando se plantea a una persona mayor la posibilidad de
    expresarse sobre este tipo de medidas, en muchos casos, sus
    objetivos
    y actitudes difieren bastante de las imaginadas por sus
    médicos. El
    anciano, en general, acepta riesgos más altos de mortalidad
    quirúrgica o posquirúrgica que los que le plantea el cirujano,
    pero, en cambio, es menos proclive a someterse a maniobras,
    como la
    reanimación. Muchos ancianos prefieren que se les permita morir
    ante
    el temor de ser sometidos a procedimientos excesivamente
    agresivos.
    


    


    
Este
    punto, la voluntad del anciano, su salvaguardia ante
    tratamientos
    inadecuados, es algo que necesariamente debe ser también tomado
    en
    consideración por la familia y el médico. En este sentido el
    consentimiento informado es el mejor arma del que disponemos en
    la
    actualidad para poder respetar la opinión de la persona mayor
    ante
    la realización o no de un determinado tratamiento o de una
    determinada prueba diagnóstica.
    
 
  






 








 









  

    

      
Una
      de las experiencias que nos sumerge en una nueva etapa de
      nuestra
      vida es la de convertirnos en abuelas o abuelos, un momento
      vital
      para el que no siempre estamos preparados y al que no todo el
      mundo
      accede de la misma manera.
    
  






  

    
Hay
    quien experimenta una especie de sensación de decrepitud e
    involución, mientras otras personas sienten con el nuevo
    estatus un
    renacimiento de ilusiones dormidas.
  






  

    
Asumir
    que somos abuelas y abuelos
  






  

    
Se
    trata de reconocerse en el nuevo estatus, y hay que ser
    consciente de
    que en ello intervendrá:
  



  
	



        

  

    
La
            forma de interiorizar y aceptar el nuevo papel en la
    familia.
  


        

  
	



        

  

    
La
            resolución del conflicto interno entre el deseo y el
    temor por
            tener ya nietos. El deseo de ser abuelo está
    relacionado con la
            oportunidad de disfrutar con los hijos de los hijos,
    recordando,
            pero no imitando, la propia maternidad o paternidad. El
    temor llega
            de la evidencia de que se es mayor que entonces.
  


        

  
	



        

  

    
El
            estado de salud, la capacidad de articular movimientos,
    la agudeza
            visual y auditiva, no es la misma.
  


        

  
	



        

  

    
Cómo
            se vivieron los ciclos vitales anteriores. Se suele
    decir que se
            envejece como se ha vivido. El modo de ser abuela o
    abuelo dependerá
            de cómo se haya vivido la niñez, de cómo fue uno mismo
    hijo y
            cómo fue nieto. Se recuerda la relación con los propios
    abuelos, y
            se imita o se mejora. Por supuesto, también influye
    cómo se ha
            vivido la edad adulta y cómo se es, y se fue, padre y
    madre.
  


        

  
	



        

  

    
Cómo
            se esté viviendo el ciclo vital actual. Hasta no hace
    mucho tiempo
            convertirse en abuelo o abuela marcaba de por sí el
    ingreso en la
            tercera edad o en la vejez. Hoy, como consecuencia del
    aumento de la
            esperanza y calidad de vida, y debido a los nuevos
    estímulos de la
            sociedad en que vivimos, no equivale a ser viejo. Hay
    abuelas y
            abuelos que están viviendo en plenitud laboral, social
    o familiar,
            y tener nietos no los ha convertido en “viejos”
    desadaptados e
            inservibles.
  










  

    
Cómo
    puede ayudar la familia a que los abuelos cumplan su
    papel
  



  
	



        

  

    
Favoreciendo
            su independencia. Los abuelos quieren tener tiempo para
    sus cosas,
            por inútiles que puedan parecer al resto de la familia.
    También
            necesitan su espacio. Si están a gusto en su casa no
    hay por qué
            forzarles a trasladarse a otra. Una cosa es invitar con
    insistencia
            y cariño, otra muy distinta imponer el criterio de los
    hijos.
  


        

  
	



        

  

    
Permitir
            que ejerzan como abuelos con los nietos. Para ellos es
    “la segunda
            oportunidad” de hacer con los nietos lo que no hicieron
    con los
            hijos. Es bueno hacer la vista gorda cuando “malcrían”
    a los
            nietos concediéndoles algún capricho razonable y de
    manera
            esporádica.
  


        

  
	



        

  

    
Es
            conveniente tratarlos como adultos. A veces se les
    trata como a
            niños con la excusa de que como son mayores se vuelven
    infantiles y
            “chochean”. Hay que evitar convertirse en educadores de
    los
            abuelos.
  


        

  
	



        

  

    
Respetar
            sus defectos como ellos lo han hecho antes con los
    nuestros. La
            convivencia familiar es mucho más fácil cuando se es
    flexible con
            las conductas de sus miembros.
  


        

  
	



        

  

    
Ser
            agradecidos con ellos y enseñar a los nietos a que lo
    sean. No
            debemos olvidar que somos ‘enanos subidos a hombros de
    gigantes’
            y que si somos más, tenemos más o estamos mejor
    preparados es, en
            gran parte, gracias a ellos.
  


        

  
	



        

  

    
Es
            importante escucharles y respetar sus maneras de
    pensar, aunque no
            coincidan con el de la generación más joven de la
    familia. Ni es
            cierto que “cualquier tiempo pasado fue mejor”, ni
    tampoco que
            todo lo actual es absolutamente extraordinario o
    infalible.
  










  

    
Enanos
    subidos a hombros de gigantes
  






  

    
Ser
    abuelo o abuela es una oportunidad única para que surjan muchas
    vivencias positivas. Se pueden aprender nuevas formas de
    convivir
    entre las tres generaciones que han surgido dentro de la propia
    familia. Se puede aprovechar la ocasión que dan los nietos de
    estar
    en contacto con otras formas de vivir, de otros conocimientos,
    de
    otros puntos de vista que enriquecen a los mayores si están
    abiertos
    a los cambios y a las nuevas formas de vida. Por eso es tan
    importante que, mientras nos lo permita el ajetreo de la vida
    actual,
    se organicen reuniones familiares con cualquier excusa para
    estar
    juntos y disfrutar del placer de verse, escucharse y sentirse
    mutuamente. El mejor homenaje que se puede hacer a los abuelos
    es
    ofrecerles el placer de sentarse a una mesa con sus hijos y sus
    nietos. En ese escenario se plasman los resultados de historias
    personales muchas veces llenas de esfuerzos y dificultades. Es
    realmente satisfactorio poder ofrecer a los abuelos la
    posibilidad de
    que comprueben que su vida ha merecido la pena.
  







  

    

      

        
Actitudes
        que deben cultivar los abuelos y abuelas
      
    
  



  
	



        


  

    

      

        
Conservar
                la propia independencia, si es posible. Al margen
        de su edad, la
                abuela y el abuelo tienen derecho y necesidad de
        disfrutar de su
                propio espacio vital, de disponer de tiempo para
        sus aficiones,
                amistades o para proyectar, si les apetece, nuevas
        relaciones
                afectivas. No tienen por qué acceder a convertirse
        en abuela o
                abuelo “canguro” de forma permanente.
      
    
  


        

  
	



        


  

    

      

        
Respetar
                las pautas educativas que sus hijos proponen a los
        nietos, aunque no
                se esté totalmente de acuerdo con ellas.
      
    
  


        

  
	



        


  

    

      

        
No
                desautorizar a los padres delante de los nietos,
        aunque en privado
                puedan expresar sus discrepancias. Las opiniones de
        los abuelos
                siempre son una referencia útil para los padres,
        pero serán éstos
                quienes finalmente decidan cómo educar a los
        hijos.
      
    
  


        

  
	



        


  

    

      

        
Ser
                abuelo es la oportunidad para establecer con los
        nietos una relación
                privilegiada que tal vez no se pudo tener con los
        hijos. Es la
                ocasión para vivir lúdicamente con ellos,
        gratificándolos, pero
                sin pasarse, y consultándoles a ellos mismos si sus
        padres estarían
                de acuerdo en permitírselo. Se deben poner límites
        para que los
                nietos no se conviertan en tiranos.
      
    
  


        

  
	



        


  

    

      

        
Aprovechar
                cualquier momento para transmitir vivencias y
        recuerdos. No hay que
                temer ser pesados. Las personas mayores tienen como
        patrimonio el
                pasado y “las batallas del abuelo” aunque se
        repitan una y otra
                vez -porque las personas mayores no suelen llevar
        la cuenta del
                número de veces que dicen las cosas- son el
        recuerdo que quedará
                impregnado en las mentes de los nietos. Sobre todo
        quedará el
                cariño, la ilusión y la nostalgia con que se
        transmitieron las
                memorias.
      
    
  


        

  
	



        


  

    

      

        
Los
                abuelos pueden completar la educación que llevan a
        cabo los padres,
                pero nunca suplirla. Este es un riesgo que hoy en
        día se corre,
                dado que las circunstancias actuales obligan en
        muchos casos a que
                los abuelos o abuelas sean los cuidadores durante
        muchas horas de
                los nietos.
      
    
  



















